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                                                                                         Concepto 5619


Bogotá, D.C., 12 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra unas expresiones del artículo 900 del Decreto 410 de 1971, “Por el cual se expide el Código del Comercio”.

Demandante: JORGE EDUARDO ZAMORA ACOSTA.

Magistrado Ponente: NILSON PINILLA PINILLA.

Expediente D-9661

Concepto 5619
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, instauró el ciudadano JORGE EDUARDO ZAMORA ACOSTA contra unas expresiones del artículo 900 del Decreto 410 de 1971, “Por el cual se expide el Código del Comercio”, cuyo texto se cita enseguida, subrayándose lo demandado:
DECRETO 410 DE 1971

(Marzo 27)

Por el cual se expide el Código de Comercio

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

En ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere el numeral 15 del artículo 20 de la Ley 16 de 1968, y cumplido el requisito allí establecido,

DECRETA:

(…)
CAPÍTULO VII.

INEFICACIA, NULIDAD, ANULACIÓN E INOPONIBILIDAD

(…)

ARTÍCULO 900. ANULABILIDAD. Será anulable el negocio jurídico celebrado por persona relativamente incapaz y el que haya sido consentido por error, fuerza o dolo, conforme al Código Civil. 

Esta acción sólo podrá ejercitarse por la persona en cuyo favor se haya establecido o por sus herederos, y prescribirá en el término de dos años, contados a partir de la fecha del negocio jurídico respectivo. Cuando la nulidad provenga de una incapacidad legal, se contará el bienio desde el día en que ésta haya cesado.
1. Planteamiento de la demanda

El demandante considera que las expresiones “fuerza” y “contados a partir de la fecha del negocio jurídico respectivo”, contenidas en el artículo 900 del Decreto 410 de 1971, “Por el cual se expide el Código del Comercio”,  vulneran los artículos 13, 16 y 229 de la Carta Política, “puesto que al apartarse de la técnica legislativa adoptada por el Código Civil dejó al contratante en materia comercial en una posición desfavorable en comparación del contratante civil que se encuentre en el mismo supuesto de fuerza o violencia, pues, mientras que este podrá ejercer las acciones judiciales pertinentes desde que cese la violencia, aquel tendrá que ejercerlas desde que se perfeccione el torticero acuerdo de voluntades…”, y por lo tanto aduce, que el término prescriptivo para adelantar las acciones en los negocios jurídicos realizados con el consentimiento viciado con la fuerza, debería contarse desde el momento en que cese la misma, y no a partir de la fecha de celebración como lo establece la norma.  

2. Problema jurídico
Corresponde establecer si la norma acusada, al consagrar que el término de prescripción de dos años empieza a contarse a partir de la fecha del negocio jurídico cuando ha sido celebrado con el consentimiento inducido por la fuerza, vulnera el derecho a la igualdad, la libertad personal y el acceso a la administración de justicia.

3. Análisis jurídico

Señala el artículo acusado que la anulabilidad de un negocio jurídico tiene lugar ante la ocurrencia de alguna de las siguientes causales: i) que el contrato hubiere sido celebrado por una persona relativamente incapaz; ii) que el contrato hubiere sido consentido por error; iii) que el contrato hubiere sido consentido por la fuerza; iv) que el contrato hubiere sido consentido por dolo.  
Sobre el ejercicio de la acción de nulidad establece que sólo podrá adelantarse por la persona en cuyo favor se haya establecido o por sus herederos en un término de dos años, y sólo dentro de este término sin tener en cuenta que la fuerza, “cuando es capaz de producir una impresión fuerte en una persona de sano juicio, tomando en cuenta su edad, sexo y condición…”, como lo prescribe el artículo 1513 del Código Civil, vicia el consentimiento en tanto la  voluntad del comerciante no queda libre sino sometida al que la ejerce. 

El Ministerio Público considera que los cargos tienen vocación. Lo primero que llama la atención a esta Vista Fiscal es la remisión que el artículo 900 del Código del Comercio, en su inciso 1º, hace al Código Civil en materia de error, fuerza o dolo cuando dispone que en éstos eventos “se regirá por el Código Civil”, de donde se deduce que dichas disposiciones son aplicables a los negocios jurídicos cuando el empleo de la fuerza vicie el consentimiento.  Sin embargo, consagra un término de prescripción de manera distinta, en el primero comienza a partir de la fecha del negocio, mientras que en el segundo inicia desde que cesa la fuerza.

Por lo tanto, el artículo demandado del Código del Comercio trata situaciones similares a las del Código Civil, pues en ambas se ejercen las acciones judiciales para que se reconozcan las nulidades en los actos y contratos; las causales son parecidas: en la primera disposición media la fuerza y, en la segunda, la violencia, es decir, ambas provienen de una conducta humana ilegítima, contraria a la autonomía de la voluntad y a los intereses de quien la padece.

Sobre el particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado la exigencia de protección legal de forma igual para quienes necesiten idéntica protección, como lo afirma en la sentencia C-08 de 2010, donde manifiesta:

“A la luz de lo plasmado en el artículo 13 de la Constitución Política, no resulta, pues, suficiente saber que el derecho se aplicó de modo diferente en dos situaciones en las que se ha debido aplicar de la misma forma o si al aplicarse el derecho se establecen distinciones razonables. Se exige establecer que la protección conferida por las leyes sea igual para quienes necesitan la misma protección. En breve: se debe constatar si en efecto se ha propiciado la protección requerida y, en caso de existir desigualdades, ha de determinarse si se han tomado las medidas para superar este estado de cosas de manera que se cumpla con el mandato contemplado por el artículo 13 superior”. 

En el evento en que el consentimiento de un sujeto se encuentre mediado por la fuerza, ya sea física o moral, haría imposible que un sujeto sea capaz para auto determinarse, ya sea en una actividad comercial como es la celebración de un negocio jurídico o para iniciar la respectiva acción de anulabilidad. Ante tal situación, resulta atendible como lo ha afirmado la jurisprudencia constitucional en las sentencias de la Corte Constitucional: C-22/96, C-673/01, C-270/02, C-392/02 y C-939/02, en las cuales señalan que el derecho a la igualdad exige ser tratado de manera uniforme, ante casos símiles, y por lo tanto le corresponde al Estado no solo hacerlo cumplir, sino también no vulnerarlo.

Es decir, resulta razonable conceder al afectado en la circunstancia descrita una protección constitucional de manera especial por cuanto, siendo consentido por la fuerza y ésta se prolongue en el tiempo, le impide al sujeto actuar de manera diferente.  Mientras que frente a la celebración de un negocio por las causales de error y dolo, que son las otras circunstancias de que trata el artículo acusado, éstas ocurrencias se agotan en el momento de la celebración misma del contrato, por lo que no resulta desproporcionado con lo que allí se regula. 

Obsérvese que lo que establece la norma demandada es una igualdad de trato en el término de prescripción, en todos aquellos casos en los que haya acontecido un vicio en el consentimiento por error, fuerza o dolo. La tesis que aquí se defiende señala la inconstitucionalidad de esa igualdad de trato, en el sentido que debe darse un tratamiento distinto al afectado en aquellos casos en los que el vicio de consentimiento acontece en virtud de la fuerza. Ahora bien, la Corte Constitucional ha señalado desde el comienzo, siguiendo en este respecto las posiciones de Alexy
, que tan solo pueden ser admitidas las diferencias de trato que sean justificadas, o para decirlo en palabras de la Corte, “Las autoridades pueden entonces, emitir regulaciones que impliquen ciertas diferencias de trato, siempre que esas decisiones estén soportadas en una razón suficiente, es decir, constitucionalmente legítima o admisible”
.

Dentro de la anterior comprensión, entonces, el asunto sería el de identificar los argumentos que justifiquen la diferencia de trato en favor de quienes han sido afectados por la fuerza, y sobre este punto el argumento central tiene que ver con las características propias de la fuerza y su proyección en el tiempo. La fuerza, como se sabe, es la energía que somete la voluntad de las personas frente a un acto, pudiendo ella agotarse en el momento mismo del acto forzado o violento, o proyectarse y mantenerse en el tiempo, de  modo tal, que la autonomía y la voluntad de la persona forzada continúe siendo sometida, bien porque la fuerza se prolongue, o porque sus efectos se proyecten en el tiempo, como ocurre específicamente con los casos de amenaza.  

Este hecho de la prolongación en el tiempo y de la amenaza, hace que en numerosos casos la realización del negocio jurídico no coincida con el de la cesación de la fuerza, haciendo que la fijación de un término específico de prescripción para la misma no aparezca adecuado, pues si de lo que se trata es de asegurar la integridad de los negocios jurídicos, el medio adecuado para el caso de la fuerza no parece ser el de la fijación de un mismo término de tiempo equiparable en los casos de error o dolo, en los que está ausente el elemento de violencia mantenida, que permite justificar la diferencia de trato.
Es por todo lo anterior, que el término de prescripción de los dos años debe ser aplicado y contado a partir del momento en que cese la fuerza, y no como lo dispone la norma, desde el momento de la realización del negocio jurídico, pues de lo contrario resultarían violados dos derechos constitucionales: el derecho a la igualdad (artículo 13 Constitución Política), al darse un trato diferente donde debía darse un trato paritario; y el derecho de libre acceso a la administración de justicia (artículo 229 Constitución Política), en tanto que la oportunidad para proponer la acción de nulidad perdería toda eficacia, dejando de ser un recurso judicial efectivo, en la medida en que el transcurso del tiempo prescriptivo acontecería bajo el influjo de una fuerza que no se ha agotado y que, por lo mismo, mantiene la afectación del consentimiento en el negocio jurídico concreto. 

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del artículo 900 del Decreto 410 de 1971, “Por el cual se expide el Código del Comercio”,  en lo acusado, en el entendido que el término de prescripción de dos años de la acción de anulabilidad del negocio jurídico se inicia a contar a partir de la fecha en que cesa la fuerza, cuando ha sido prevista como una causal que vicia el consentimiento, por los cargos analizados.

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Nroa 

� Alexy, Robert. Teoría de los derechos fundamentales. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, Capítulo Octavo.


� Sentencia T-629 de 2010 M.P. Juan Carlos Henao Pérez, recogiendo una amplia y consistente línea jurisprudencial.
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